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     Comunicado                                    Ginebra, el 1 de junio de 2015
Movilización en contra de la enmienda sobre la reducción de la edad de responsabilidad penal en Brasil. 
La Oficina Internacional Católica de la Infancia (BICE), la Pastoral de Menor Brasil y las organizaciones socias y miembros de América Latina y Caribe y del mundo entero están muy preocupados por la enmienda PEC 171/1993 propuesta a la Constitución, destinada a reducir la edad de responsabilidad penal de los niños, niñas y adolescentes en conflicto con la ley penal. Esta enmienda representa una amenaza para el acceso a la justicia de los niños, niñas y adolescentes y demuestra una incapacidad de Brasil a encontrar soluciones políticas adecuadas a los problemas de criminalidad, al acceso a los derechos y a la implementación efectiva de compromisos y de requerimientos en virtud de los tratados internacionales ratificados. 
El artículo 23 del Código Penal de Brasil del 7 de diciembre de 1940 y el artículo 228 de la Constitución Federal del 5 de Octubre de 1988 establecen a los 18 años la edad límite de responsabilidad penal para los niños, niñas y adolescentes. Esta disposición esta muchas veces citada como modelo en el mundo entero, puesto que está en conformidad con la interpretación del Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas en su Observación General N°10.
La enmienda es contraria a las recomendaciones de las Naciones Unidas 
Los mecanismos de supervisión de los derechos humanos de las Naciones Unidas, en particular El Comité de los Derechos del Niño y el Comité de los Derechos económicos, sociales y culturales han expresado su  preocupación respecto a las “desigualdades dramáticas basadas sobre la raza, la clase social, el sexo y la situación geográfica que obstaculizan considerablemente los progresos hacia la plena realización de los derechos del niño así como las injusticias sociales conexas” en Brasil. El aumento de la violencia y delincuencia juvenil resulta de factores combinados tales como el nivel de paro elevado de los jóvenes, la violencia persistente y multifacética contra los niños, y en la sociedad brasileña en general, el empobrecimiento de una gran parte de la población, en particular los afro-descendientes y los Indios brasileños, la incapacidad de las autoridades a luchar contra las bandas y el narcotráfico, el debilitamiento de la familias, el elevado nivel de abandono y de fracaso escolar (el 43% de los niños entre 7 y 14 años no terminan el octavo años del ciclo básico a la edad supuesta), la imposibilidad de acceso a varios derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos normalmente garantizados, con carácter prioritario, a los niños, niñas y adolescentes en el artículo 227 de la Constitución brasileña. 
La enmienda marca un retroceso del compromiso nacional e internacional de Brasil 
Nuestras organizaciones señalan que la ausencia de protección de sustitución es un gran desafío aunque fue bajo el impulso de Brasil que la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó, el 18 de diciembre de 2009, las Directrices sobre la protección de sustitución para los niños, aplicables “a los jóvenes que ya benefician de una protección de sustitución pero que siguen necesitando (...) una protección o apoyo después de cumplir la mayoría de edad.” Miembro del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Brasil sigue, por sus iniciativas individuales o colectivas con el Grupo América Latina y Caribe (GRULAC) y otros grupos regionales, tomando posiciones respetuosas de la letra y del espíritu de la Convención sobre los Derechos del Niños (CDN), en particular sus artículos 3, 37 y 40. Dicha enmienda arruina los esfuerzos realizados por Brasil a nivel nacional desde los gobiernos de Fernando Enrique Cardoso y Luis Inácio Lula da Silva quienes se comprometieron solemnemente a no reducir la edad de responsabilidad penal, y relega Brasil, a nivel internacional, a la categoría de Estado retrocediendo en la protección de los derechos de los niños y adolescentes. También atenta contra la perennidad de los logros alcanzados por los programas “Brasil sin miseria” y “Bolsa Familia”, así como la iniciativa “Brasil Carinhoso” (Brasil cariñoso).  
La enmienda ignora la violencia y las desigualdades de las cuales son víctimas los adolescentes 
Los adolecentes son más víctimas que autores de violencia. En efecto, el aumento de los actos criminales y de delincuencia es, sobre todo, el hecho de adultas instigadores quienes usan a los adolescentes pobres en ruptura social y familiar y víctimas de violencia. Efectivamente, las ciudades de Joao Pessoa, Maceió, Fortaleza, Sao Luis, Natal, Vitoria, Cuiabá, Salvador, Belém, Teresina, Goiânia, Recife, Campina Grande, Manaus, Porto Alegre, Aracaju, Belo Horizonte, Curitiba y Macapa, registran uno de los índices de criminalidad más elevado del mundo. Según las cifras del Ministerio de la Salud de 2012, la tasa de homicidio por 100 000 habitantes en la población total era de un 38,5%. Esta tasa se duplica para lograr un 82,7% con respeto a los homicidios contra los jóvenes. Estas cifras de violencia extrema sufrida por los adolescentes han sido confirmadas en 2014 por el Ministerio según el Índice Homicidio Adolescente (IHA). En el Norte del país - Teresina excluida – el trágico umbral de 100 homicidios por 100 000 jóvenes ha sido cruzado; incluso se duplica en Maceió. Por consiguiente, es evidente que los jóvenes sufren la violencia más que la perpetran.  
La enmienda valida la percepción errónea de la opinión pública acerca de la delincuencia juvenil 
Varios sondeos de opinión demuestran que una mayoría de la población brasileña quiere que la edad de responsabilidad limite -se reduzca  Estos resultados están basados esencialmente sobre la imagen del niño y del adolescente en conflicto con la ley en los medios, donde ya no solo no son titulares de derechos sino también destinados a terminar sus días privados de libertad. Esto va en contra de la CDN que preconiza el interés superior del niño como consideración fundamental, la privación de libertad como medida de último recurso, el trato deseable del niño sin recurrir al proceso judicial, el recurso a medidas de sustitución a la privación de libertad y la necesidad de facilitar la reintegración en la sociedad. Por otra parte, las medidas de endurecimiento de la represión no permitieron, en el pasado, garantizar una mayor seguridad a la población brasileña. En efecto, la Ley 11.343/2006 sobre el aumento de las penas para narcotráfico incrementó de un 31,05% la población carcelaria, sin por lo tanto, reducir la inseguridad. Sucedió lo mismo con la Ley 8072/1990 que llevó la subida exponencial del índice de criminalidad a un 143,31%. Brasil debería más bien concentrar sus esfuerzos en la implementación efectiva de la Ley 8.069/1990 sobre el Estatuto del niño y del adolescente que prevé una protección integral de los niños y adolescentes contra la violencia y su reintegración.    
Por otro lado, la opinión pública ignora el coste económico y social de una justicia represiva y punitiva preconizada por dicha enmienda. Se ha demostrado que una justicia reparadora esta jurídicamente conforme con la CDN, económicamente más rentable y socialmente más justa
. La justicia retributiva sostenida por la enmienda tiende entonces a incrementar el presupuesto de la justicia del país y a acentuar aun más las inigualadas, a desviar la atención sobre medidas adecuadas de lucha contra la violencia en la sociedad y contra los niños, y a excluir a los niños y adolescentes marginalizados y vulnerables de la construcción y del desarrollo de Brasil.
Nuestras organizaciones piden el rechazo de la enmienda PEC 171/1993.
Organizaciones signatarias:
1. Asociación Civil Observatorio de Prisiones Arequipa (OPA), Perú
2. Mesa Pro-Bice Chile, Chile
3. Bureau International Catholique de l’Enfance (BICE), Suíça 
4. Bureau National Catholique de l’Enfance au Mali (BNCE-Mali), Mali
5. Bureau National Catholique de l’Enfance au Togo (BNCE-Togo), Togo
6. Bureau National Catholique de l’Enfance en RDC (BNCE-RDCongo), RD Congo
7. Centros de Educación Popular Puerto Piray, Argentina
8. Centro de Estudios Sociales y Publicaciones (CESIP), Perú
9. Compromiso desde la Infancia y Adolescencia (COMETA), Perú
10. Droits et Dignité pour les Enfants en Côte d’Ivoire (DDE-CI), Costa do Marfim
11. Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala (ICCPG), Guatemala
12. Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala (ODHAG), Guatemala
13. Pastoral do Menor, Brasil
14. Congregación Religiosos Terciarios Capuchinos, Colombia
15. Centro La Dolorosa "Congregación Religiosos Terciarios Capuchinos, Equador
16. SUMA QAMAÑA, Espacio Transdisciplinario integral de acompañamiento a personas, organizaciones y comunidades en sus procesos de desarrollo, autonomía y « buen vivir », Argentina
Contactos: Alessandra Aula, Secretaria General del BICE, Tel. +41 22 552 24 50, alesandra@bice.org. Yao Agbetse, Coordinador de la incidencia internacional del BICE, Tel. +41 552 24 51, yao.agbetse@bice.org. Carmen Serrano, Responsable de la red BICE para América latina y Caribe, Tel. +32 479 31 66 13, carmen.serrano@bice.org 
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